
E
D

IC
IÓ

N
 N

º
 3

5
7

 |
 E

N
E

R
O

 2
0

2
4

CORRUPCIÓN EN CHILE:

¿LLEGÓ PARA
QUEDARSE?

Temas PúblicosEntrevista

Encuesta LyD: 
Percepción de corrupción en 

el país alcanza su máximo 
histórico

Ramiro Mendoza:
“Sin confianza institucional, 

cualquier medida legislativa será sólo 
abundamiento e incumplimiento”

Las razones de la expansión 
del crimen organizado 
transnacional en Chile

Tema principal



@
ly

dc
h

ile



Tema principal

Encuesta LyD: 
Percepción de corrupción 

en el país alcanza su 
máximo histórico

.0
5 Entrevista En Concreto

Ramiro Mendoza:
“Sin confianza 

institucional, cualquier 
medida legislativa será 

sólo abundamiento e 
incumplimiento”

El Estado ha gastado 
más de US$1.200 

millones en tierras 
indígenas en la 
Macrozona Sur 

desde 1994

Temas Públicos

Las razones de 
la expansión del 

crimen organizado 
transnacional en Chile

Ìn
d

ic
e

.0
7

.2
0

E
D

IC
IÓ

N
 N

º
 3

5
7

 |
 E

N
E

R
O

 2
0

2
4

.1
6

Opinión 
Jorge Ramírez: “Crisis de corrupción: ¿una cuarta gran crisis?” 10 

Gimnasia política  12

En imágenes  
Seminario de Coyuntura del segundo semestre 14 

Congreso 23

Actividades 25

l i b e r t a d  y  d e s a r r o l l o   ly d . o r g 3



Uno de los temas que -lamentablemente- marcó el año pasado fue el de la corrupción. 

A mediados de 2023 se dieron a conocer los millonarios convenios firmados por la Seremi de Vivienda de 
Antofagasta con la fundación “Democracia Viva” -estrechamente relacionada con Revolución Democrática-, 
lo que abrió una serie de indagatorias y acciones judiciales en distintas regiones del país y ha involucrado 
-es noticia en desarrollo- a diversas autoridades del Gobierno. 

Más adelante se conocieron otros episodios de gran connotación pública que podrían ser parte del mismo 
fenómeno.

Es en este contexto en el que retomamos nuestra Encuesta de Corrupción en el sector público, la cual 
publicamos a principios de diciembre y que tuvo como principales resultados un nivel de percepción de 
corrupción en sus máximos históricos; que municipalidades, gobiernos regionales, empresas públicas y 
Cámara de Diputados encabezan el ranking de percepción de corrupción y que un 87% cree que el “Caso 
Convenios” refleja un aumento generalizado del fenómeno corrupción.

Los resultados más relevantes de dicha encuesta forman parte del Tema principal de esta primera edición 
de 2024.

De la misma manera, para entender más de este problema, entrevistamos al ex Contralor de la República, 
Ramiro Mendoza, quien explica que la clave para revertirlo “está en el aumento de la confianza en las insti-
tuciones, el cumplimiento real de las normas, la limpieza y, cuando corresponda, envoltorios normativos 
coherentes, sistémicos y claros en el lenguaje”.

En esta misma materia, el Investigador del Programa Política y Sociedad Civil, Jorge Ramírez, plantea que la 
corrupción es una cuarta crisis que, a su vez, potencia otras tres presentes en el país: una crisis de seguri-
dad y orden, una económica y una de gobernabilidad.

Adicionalmente, en esta edición abordamos las razones de la expansión del crimen organizado en el país 
y ponemos foco al gasto que ha realizado el Estado en tierras indígenas en la Macrozona Sur a partir de 
1994.

En tanto, en En imágenes registramos el seminario de Coyuntura Política y Económica del segundo semes-
tre e incluimos las ya tradicionales secciones Gimnasia Política, Congreso y Actividades.

Les deseamos un buen 2024.
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El nivel de percepción de corrupción alcanzó su máxi-
mo nivel de acuerdo a la Encuesta de Corrupción 2023 
de Libertad y Desarrollo, que permite elaborar un 
ranking de percepción de corrupción y otro de hechos, 
además de entregar información sobre los ilícitos que 
más se cometen en las diferentes instituciones.

En su décimo octava edición (no se llevó a cabo en 2020, 
2021 y 2022), la encuesta se realizó con un cambio en el 
formato de su aplicación, pasando de formato correo 
presencial a formato panel online, a cargo del Panel 
Ciudadano de la Universidad del Desarrollo. 

La encuesta define el concepto de corrupción como el 
abuso de una posición de poder (pública) para benefi-
cio privado.

El sondeo arrojó un nivel de percepción de corrup-
ción -donde 0 es menos corrupto y 10 más corrupto- 
de 7,12 puntos, la cifra más alta desde los inicios de 
la encuesta en 2002 y sobre el promedio de los años 
2003-2023 (5,08).

Las instituciones que lideran el ranking de percepción 
de corrupción son las municipalidades, con un 8,1; los 
gobiernos regionales, con un 8,0 (en 2019 se ubicaban 
en el lugar 13, con un 4,9) y las empresas públicas junto 
a la Cámara de Diputados, con un 7,4.

Al evaluar temas de contingencia, en este caso el deno-
minado Caso Convenios, un 87% cree que éste refleja 
un aumento generalizado de la corrupción en el sector 
público.

Un 78,8% cree que en relación a un año atrás el nivel 
de percepción de corrupción es mayor o mucho mayor 
(39,8% + 39,0%) y sólo un 3,0% que es menor o mucho 
menor.

En cuanto a la percepción de corrupción en el futuro, un 
69,6% de los encuestados piensa que ésta será mayor 
o mucho mayor y 10,6%, menor o mucho menor.

ENCUESTA LYD:

PERCEPCIÓN DE 
CORRUPCIÓN 

EN EL PAÍS 
ALCANZA 

SU MÁXIMO 
HISTÓRICO

Gráfico N°1: ¿Cuál cree usted que es el nivel de corrupción que 
existe hoy en el país? Escala de 0 a 10

Encuesta de 
Corrupción 2023, 

Libertad y Desarrollo.
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El nivel de percepción de corrupción 
-donde nota 0 es menos corrupto y 
10 más corrupto- se ubicó en 7,12 
en 2023, la cifra más alta desde los 
inicios de la encuesta en 2002 y sobre 
el promedio de los años 
2003-2023 (5,08).
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Gráfico N°2: ¿Cuál cree usted que es el nivel de corrupción en las 
siguientes instituciones?

Gráfico N°3:
¿Ha conocido en forma directa y no a través 
de los medios de comunicación casos de 
irregularidades administrativas en el último 
año, que hayan involucrado empresas de su área 
de negocios?

Encuesta de Corrupción 2023, Libertad y Desarrollo.

Encuesta de Corrupción 2023, Libertad y Desarrollo.

HECHOS DE CORRUPCIÓN:
• Un 49% (40,6% en la encuesta de 2019) dijo haber 
conocido un caso de forma directa.

• Al consultar sobre la forma en que se tuvo conoci-
miento de los hechos, un 34% de los encuestados se 
entera por relaciones de negocios y un 32% lo hace de 
forma directa o a través de su empresa.

• El tráfico de influencias es mencionado como la 
principal situación de corrupción, con un 33%. El mal 
uso de recursos o bienes fiscales se ubica en segundo 
lugar, con un 26%. En tanto, el pago ilícito se encuentra 
en el tercer lugar, con un 15%. 

• El mayor propósito de corrupción es ganar una lici-
tación, que obtiene un 25% de las menciones. Luego 
se encuentra acelerar un trámite (10%) y la entrega de 
permisos (9%).

• Al preguntar a qué institución pertenecía el funcio-
nario involucrado en el caso de corrupción, son 
también las municipalidades las que se ubican en 
primer lugar, con un 19,4%. Luego se encuentran las 
empresas públicas (13,5%). En tercer lugar, se ubican 
los ministerios, con un 8,7% (5,2% en 2019).

DENUNCIA Y SANCIÓN:
• Un 35,9% de las personas que vivieron casos de 
corrupción de forma directa no denunció este hecho y 
un 15,7% sí lo hizo.

• Un 17,6% de las personas que denunciaron afirman 
que su denuncia no recibió una sanción. En cambio, 
un 9,5% sí la recibió, misma cifra que declara que se 
encuentra en juicio actualmente. Mientras un 58,1% no 
especifica, un 5,4% no sabe.

• El miedo a represalias es la principal razón esgrimi-
da para no denunciar (21,4% de los encuestados así lo 
afirma). En tanto, quienes dicen que su principal razón 
para no denunciar es que éstas no tengan efecto se 
ubica en 20,5%. 

PERFIL DEL ENCUESTADO:
• El 63,7% de los encuestados pertenece al rango 
etario de 51 o más años.

• La mayor cantidad de personas encuestadas 
pertenece al área de Industria Manufacturera (21,7%), 
seguido de Comercio, Restaurantes y Hoteles (9,4%) y 
Servicios Técnicos y Profesionales (8,1%).

• En su mayoría las personas encuestadas pertenecen 
a empresas ubicadas en la Región Metropolitana (74%).

METODOLOGÍA
En este trabajo se utilizó una muestra seleccionada 
aleatoriamente en una base de datos de 5 mil ejecuti-
vos(as). El tamaño de la muestra para el año 2023 fue 
de 405 casos, siendo el margen de error estimado de 
4,9%. La recolección de datos se realizó entre el 6 y el 
13 de noviembre de 2023.

Sí

No

49% 51%
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RAMIRO MENDOZA, EX CONTRALOR 
GENERAL DE LA REPÚBLICA:

“Sin confianza 
institucional, cualquier 
medida legislativa será 
sólo abundamiento e 
incumplimiento”

Ramiro Mendoza, ex Contralor General de la Repúbli-
ca, cuenta con credenciales de sobra para abordar el 
tema central de esta edición: la corrupción en el país. 
Posee una vasta trayectoria académica en diversas 
casas de estudios superiores, desde octubre de 2023 
preside –por segunda vez- el Colegio de Abogados de 
Chile y durante el año pasado fue parte de la Comisión 
ministerial para la regulación de la relación entre las 
instituciones privadas sin fines de lucro y el Estado 
(“Comisión Jaraquemada”). En esta entrevista plantea 
que la gravedad de la situación actual no está en la 
corrupción y sus avances, sino que en la desconfian-
za. “Nuestras fórmulas tradicionales no sirven. La sola 
reacción de la ley no genera confianza”, asegura.

“Una mirada que debemos cambiar es que la ley no es 
suficiente. La ley requiere de un real enforcement, una 

implementación que se relaciona con su intrínseco 
cumplimiento. Con el castigo adecuado frente a su 

incumplimiento y con la realidad institucional
que permita aquello”.

Según la Encuesta de Corrupción de Libertad y 
Desarrollo, el nivel de percepción de corrupción 
alcanzó su máximo nivel. ¿Le parece que éste es un 
tema de percepciones o es real? ¿Qué tan grave es 
la situación hoy? 

Creo que, en primer lugar, actualmente existen visua-
lizaciones que están incidiendo en las percepciones. 
Lo real es que hoy hay mucha más información, más 
difusión, más expansión, producto de dos situaciones 
que marcan una diferencia fundamental con los años 
anteriores. La primera de ellas tiene que ver con el 
resultado de normativas instaladas en procesos legis-
lativos surgidos a la luz de verdaderos shocks éticos, 
como natural respuesta frente a descalabros de esta 
naturaleza. Cada estrés ético social (Enap-Refinerías, 
Codelco-Davilazo, MOP-Gate, Financiamiento de la 
Política, Convenios Fundaciones, etc.) tiende a ser solu-
cionado con verdaderas baterías legislativas, que insta-
lan nuevas formas de actuación, no necesariamente 
asumidas en el largo plazo por la administración. Una 
de ellas es la ley dictada en materia de transparencia 
pública y la nueva institucionalidad nacida a su ampa-
ro (v.gr. el Consejo de la Transparencia). Ella abrió 
las puertas de la información no vista, la que ahora, 
además, facilita el indagar, mirar, relevar y revelar, 
información que antes no estaba disponible. Eso es 
real, no sólo perceptivo. 
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Por otro lado, en segundo lugar, hay una inmediatez 
cultural que provee el uso instantáneo de redes socia-
les, que facilitan la difusión de informaciones (reales 
o moldeadas) y el inmediato linchamiento ético de 
quienes se ven ni siquiera envueltos, sino que simple-
mente mencionados en algunas de estas plataformas. 
Y, en tercer lugar, creo que la posición ciudadana es 
también distinta. El ciudadano medio tiene una rela-
ción mucho más horizontal respecto del poder público 
y respecto de todos los poderes, con un sesgo marca-
do de desconfianza respecto de “cualquier poder”. Es 
así como expresiones tradicionales de confianza se 
encuentran totalmente diluidas frente a este ciuda-
dano, como puede ser la mirada de las encuestas de 
confianza respecto del Congreso, los políticos, las igle-
sias, los sindicatos, los gremios y un largo etcétera de 
deterioro. La gravedad de la situación actual no está 
en la corrupción y sus avances, sino que en la descon-
fianza que atraviesa el ser nacional y que impide cual-
quier convivencia de cumplimiento en las soluciones 
legislativas que puedan abordar la lucha contra ella. 
Sin confianza institucional, cualquier medida legislativa 
será sólo abundamiento e incumplimiento. 

Usted advirtió previamente, en su rol de Contralor 
General de la República, que la corrupción venía 
al alza. ¿Se cumplieron sus proyecciones? ¿Es hoy 
Chile un país con más corrupción? ¿Qué factores 
están detrás del aumento del fenómeno?

Creo que gran parte de la respuesta anterior sirve para 
abordar esta inquietud que me plantea. El problema no 
está en si hay más o menos corrupción. Hay dos situa-
ciones que creo deben considerarse. Una de ellas está 
en la dificultad del binomio legislación vs. confianza, 
representado en que aunque abordemos y aumente-
mos la legislación que combata en todas sus dimensio-
nes la corrupción del Estado (y de los privados), tales 
nuevas leyes terminarán por diluirse en sus efectos 
frente a la falta de confianza del funcionario, el ciudada-
no, el twitero o de cualquiera frente al poder (confianza 
institucional) o frente al otro (confianza interpersonal). 
Y la otra, es que estamos viendo un deterioro muy 
preocupante en los ámbitos territoriales (dada la gran 
cantidad de causas penales en curso, tanto en munici-
pios, como en los Gobiernos Regionales), a lo que se 
une una mezcla extraordinariamente peligrosa que es 
el aterrizaje social público del narcotráfico en algunas 
municipalidades o territorios como la gran Araucanía 
o regiones del norte de Chile. Ese enquistamiento, no 
es de trato cultural, sino que lisa y llanamente, delic-
tual. Se trata de la narcocorrupción, fenómeno que 
instalado conlleva que grandes sectores y ciudadanos 
pierdan, en los hechos, su libertad y anuncia el fracaso 
institucional del Estado en esos territorios.

Hay varios sondeos que muestran un aumento de 
la percepción de corrupción y que ésta se instala 
dentro de las mayores preocupaciones de la pobla-
ción. ¿Cómo se puede revertir esto?

Una mirada que debemos cambiar es que la ley no 
es suficiente. La ley requiere de un real enforcement, 
una implementación que se relaciona con su intrín-
seco cumplimiento. Con el castigo adecuado frente a 
su incumplimiento y con la realidad institucional que 
permita aquello. Estamos llenos de leyes (v.gr. que 
imponen Códigos de Ética en los servicios públicos, 
que imponen la transparencia, que regulan el Lobby, 
que facilitan la denuncia, etc.), pero no las evaluamos, 
no hacemos las coordinaciones necesarias, las trans-
gredimos día a día y no hay consecuencias. Cuando 
manejamos nuestros vehículos pasamos a cada rato 
los 50 km/hora que obliga la Ley de Tránsito en zonas 
urbanas y no pasa nada. Convocamos y llamamos a los 
servicios, a los funcionarios, a las empresas, a cumplir 
norma tras norma, pero en la realidad estamos pavi-
mentando el incumplimiento de las mismas o estamos 
haciendo el guiño a nuestro combate a la corrupción 
(con un claro aumento del número de leyes), sin que 
evaluemos si ellas están alcanzando el propósito de su 
creación (el fin de su instalación). La clave para revertir 
esto está en el aumento de la confianza en las institu-
ciones, el cumplimiento real de las normas, la limpie-
za y, cuando corresponda, envoltorios normativos 
coherentes, sistémicos y claros en el lenguaje. Hay tal 
dispersión que ni siquiera el especialista logra llegar a 
la ubicación cabal de aquellas normas que se refieren 
a combatir la corrupción.

¿Frente al denominado Caso Convenios podríamos 
hablar de un nuevo nivel de desarrollo del fenóme-
no de corrupción en nuestro país con característi-
cas sistémicas?

Siempre que existe la detección de un modus operandi 
en materia de corrupción, podríamos sostener que hay 
características sistémicas que tienden a repetirse en 
los distintos ámbitos orgánicos y territoriales, llámen-
se municipalidades, gobiernos regionales, o secreta-
rías regionales ministeriales. El caso de la subvención 
de educación preferencial (SEP) nos demostró que los 
hallazgos tendían a repetirse, lo mismo nos sucedía 
(en la Contraloría) cuando había ciertas defraudacio-
nes con bonificaciones entregadas por las intenden-
cias, o con modalidades de adjudicación de las plantas 
de revisión técnica, entre muchas otras. La comuni-
cación entre quienes comparten el mismo ámbito de 
decisiones en distintos territorios produce uniformi-
dad en la aplicación del derecho, lo que es muy sano, 
pero también comunicabilidad de malas prácticas, por 
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eso es clave el rol fiscalizador nacional y central de la 
Contraloría que permite la identificación temprana de 
malas prácticas.

En el caso Convenios en particular, ¿qué falló? 

No existe en nuestro país, una ley general de transfe-
rencias que establezca los parámetros comunes que 
deben tener estos traspasos de recursos a privados. 
Como estas transferencias se realizan o disponen por 
actos administrativos, normalmente resoluciones, y 
como la regla general es la del control ex ante de toma 
de razón que debe realizar la Contraloría, descansamos 
en que este control se realizaría, pero ello no fue así. La 
Contraloría ha dispuesto que sólo van a toma de razón 
ciertos actos, cuando ellos impliquen montos que ella 
misma fija, de tal manera que bajo aquellos el acto está 
exento de control. Por otro lado también, en este caso 
se produjo lo que se denomina la fragmentación de los 
recursos, poniendo montos inferiores a aquellos que 
determinan la existencia de toma de razón, de manera 
de pasar siempre bajo los umbrales que permiten que 
el acto sea exento. Colaboró también con esta situa-
ción la ausencia de concursabilidad, pues se levan-
taron las limitaciones a los tratos directos y fueron 
permitidos, de manera que se asignaron directamente 
los recursos a las entidades “de confianza” o vinculadas 
especialmente con cierto sector de la política. Y, final-
mente, no debe dejar de mencionarse que también se 
liberó la exigencia de garantías frente a los anticipos 
o recursos que se transfieren, circunstancia que debe 
ser ponderada y evaluada por el legislador, debiendo 
evitarse, en todo caso, que las garantías puedan entre-
garse sin impedir o excluir a quienes tengan dificultad 
para su otorgamiento (quizás un fondo de garantías de 
Fundaciones financiado primariamente con recursos 
públicos puede ser un camino correcto). Como se ve, 
hay una multiplicidad de concausas que llevaron a que 
se facilitara la ocurrencia de estos lamentables hechos.

Ud. fue parte de la “Comisión Jaraquemada”, ¿hay 
problemas de regulación? ¿O el caso Convenios tiene 
que ver con personas inescrupulosas? ¿Qué medidas 
destacaría entre las propuestas por esa comisión?

No hay que tapar el sol con el dedo. Hay inescrupu-
losos, pero claramente hay problemas de regulación, 
en cantidad, en calidad, en finalidad, en contenido y en 
dispersión. Se nos ha venido imponiendo una forma 
de regulación legislativa al caso, sin abordar sistémica-
mente las materias que debe abordar la ley. El tema 
de las transferencias debiese estar regulado sistemá-
tica y coordinadamente en relación con todo el orden 
presupuestario público chileno. La ley debiese ser lo 
suficientemente clara en cuanto a los requisitos, el 
control, las garantías, los anticipos y la forma de poner 
término a los actos que las contengan. En este sentido 
las sugerencias sistémicas son quizás las más valiosas 
de las propuestas por la Comisión. La enunciación de 
los problemas de actualidad de registros y la forma 
de solucionar ese tema, es también un gran aporte, 
esto permitirá, además, asegurar la interoperabilidad 
entre el SISREC, el Portal de Transferencias (medida 
propuesta) y el Registro Nacional de Personas Jurídicas 
Sin Fines de Lucro del Registro Civil. También creo que 
fue relevante la propuesta de reducir el rango de 7.000 
UTM como transferencia de libre disposición de la Ley 
de Gobiernos Regionales, de manera que el Goberna-
dor Regional, tenga la aprobación del consejo regional 
para proyectos de inversión e iniciativas. 

En lo inmediato, las medidas que fueron acogidas e 
implementadas en la actual Ley de Presupuestos, son 
también un aporte concreto, aunque es evidente que 
las soluciones legislativas de la administración chilena 
no pueden ser salvadas año a año mediante el meca-
nismo de esta ley.

Luego de todos los episodios de corrupción que se 
han conocido a nivel municipal, regional y guber-
namental, ¿cómo se recupera la confianza en estas 
instituciones?

Cumpliendo la oferta. Fue la fórmula de Adam Smith y 
creo que aplica no sólo al mercado, también al merca-
do del poder político. Nuestras fórmulas tradicionales 
no sirven. La sola reacción de la ley no genera confian-
za. Tenemos que volver a la sencillez del lenguaje, a la 
pulcritud de la ejecución, al rol del liderazgo y de la auto-
ridad de quien dirige -con lo que ello implica-, a  la unidad 
de los conceptos y la generalidad de la ley. También 
debemos aprender a pilotear gradualmente las nuevas 
imposiciones del legislador y saber usar la totalidad de 
instrumentos que da la ley de bases, especialmente, los 
convenios (contratos) interadministrativos.

“No hay que tapar el sol con el dedo. Hay inescrupulosos, 
pero claramente hay problemas de regulación, en 

cantidad, en calidad, en finalidad, en contenido y en 
dispersión. Se nos ha venido imponiendo una forma de 

regulación legislativa al caso, sin abordar sistémicamente 
las materias que debe abordar la ley. El tema de las 

transferencias debiese estar regulado sistemática 
y coordinadamente en relación con todo el orden 

presupuestario público chileno”.
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CRISIS DE 
CORRUPCIÓN:  
¿UNA CUARTA 
GRAN CRISIS?

El país atraviesa por tres grandes crisis. En primer 
lugar, una crisis de seguridad y orden, con crimina-
lidad al alza y expresiones más violentas del fenóme-
no delictual como asesinatos, secuestros y sicariatos, 
9 de cada 10 chilenos vive con temor de acuerdo a 
la última Encuesta ENUSC. Una crisis económica, 
con niveles de crecimiento estancados, desempleo 
bordando los dos dígitos y niveles de informalidad que 
bordean al tercio de la fuerza de trabajo. Y una crisis 
de gobernabilidad, con un sistema político trabado, 
polarizado y sin capacidad de procesar con eficacia 
las demandas ciudadanas. A éstas, parece añadirse 
una cuarta crisis: una crisis de corrupción. La que, a 
su vez, podría potenciar cada una de las anteriores, 

previamente mencionadas. ¿Por qué? Porque no es 
posible afianzar la persecución del delito con institu-
ciones que son permeables a los sobornos. Tampoco 
es posible reactivar la economía cuando no hay certe-
za jurídica respecto de la validez de los contratos y 
el acceso libre a mercados en condiciones justas y 
tampoco es posible mejorar la calidad de la política, 
cuando la corrupción ha deteriorado las confianzas 
en los representantes del pueblo. Por estas razones 
es que la corrupción puede ser un agravante general. 

Respecto de lo anterior, las 18a Encuesta de Corrup-
ción de Libertad y Desarrollo muestra una preo-
cupante realidad en términos de la percepción del 
fenómeno. La encuesta, que comprende y define el 
concepto de corrupción como el abuso de una posi-
ción de poder (pública) para beneficio privado, arro-
jó un nivel de percepción de corrupción, donde 0 es 
menos corrupto y 10 más corrupto, de 7,12 puntos, 
la cifra más alta desde los inicios de la encuesta en 
2002 y sobre el promedio de los años 2003-2023, que 
fue de 5,08. A su vez, las instituciones que lideran el 
ranking de percepción de corrupción son las munici-
palidades, con un 8,1; los gobiernos regionales, con 
un 8,0 (en 2019 se ubicaban en el lugar 13, con un 4,9) 
y las empresas públicas, junto a la Cámara de Diputa-
dos, con un 7,4. Especialmente alarmante resulta el 

Jorge Ramírez R.
Investigador del Programa Política y Sociedad Civil

“La crisis de corrupción es un desafío complejo, que 
requiere, un esfuerzo conjunto de la sociedad civil, el 

sector privado y las autoridades públicas. La Encuesta de 
Corrupción, pretende ser una herramienta de diagnóstico 

del fenómeno, con el propósito de elaborar mejores 
propuestas y alternativas con el propósito de seguir 

combatiéndola”.
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hecho de que un 78,8% cree que en relación a un año 
atrás la percepción de corrupción en el país es mayor 
o mucho mayor (39,8% + 39,0%) y sólo un 3,0% que es 
menor o mucho menor. Mientras que, en cuanto a la 
percepción de corrupción en el futuro, un 69,6% de 
los encuestados piensa que ésta será mayor o mucho 
mayor y 10,6%, menor o mucho menor.

Durante este año, el denominado Caso Convenios 
remeció a la opinión pública nacional, entendido 
como un esquema sistemático de corrupción en que, 
diversas fundaciones sin mayor experiencia técnica, 
pero fuertes vinculaciones político-partidistas, acce-
dieron a recursos públicos de 15 gobiernos regio-
nales con el propósito de desviar fondos destinados 
a programas sociales hacia plataformas políticas y 
electorales. El escándalo generó particular conmo-
ción, viéndose ésta, reflejada en la medición anual de 
corrupción, porque afectó a un conglomerado político 
que por primera vez accedía a posiciones de Gobier-
no, precisamente de la mano de un discurso muy 
severo y crítico en contra de las malas prácticas en la 
política asociadas a la corrupción.  

Con cada revelación de corrupción, se afianza y 
extiende una sombra sobre la confianza ciudadana 
y el entramado mismo de la sociedad, acrecentándo-
se una crisis que no solo mina la integridad institu-
cional, sino que profundiza las fracturas de un país 
ya golpeado por múltiples frentes de inestabilidad: 
económica, política y social. 

La crisis de corrupción es un desafío complejo, que 
requiere, un esfuerzo conjunto de la sociedad civil, el 
sector privado y las autoridades públicas. La Encues-
ta de Corrupción, pretende ser una herramienta de 
diagnóstico del fenómeno, con el propósito de elabo-
rar mejores propuestas y alternativas con el propósito 
de seguir combatiéndola. 

“No es posible afianzar la persecución del delito con 
instituciones que son permeables a los sobornos. 

Tampoco es posible reactivar la economía cuando no hay 
certeza jurídica respecto de la validez de los contratos 

y el acceso libre a mercados en condiciones justas y 
tampoco es posible mejorar la calidad de la política, 

cuando la corrupción ha deteriorado las confianzas en 
los representantes del pueblo. Por estas razones es que la 

corrupción puede ser un agravante general”. 
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VERDAD Y POLÍTICA: ¿NO MÁS PITUTOS?

“Prohibiremos la contratación de parientes de altas autoridades 
en cargos de confianza y reduciremos el salario del Presidente, 
sus ministros y los parlamentarios. Eso es lo justo. #NoMásPitu-
tos”. Con esa frase, en diciembre de 2021, el entonces candidato 
presidencial, Gabriel Boric, introdujo en redes sociales el conteni-
do que preparó para su espacio en la franja televisiva, en la recta 
final de la campaña que lo llevó a La Moneda.

A dos años de aquel día, el Mandatario defendió la relación fami-
liar que existe entre el jefe de asesores de Presidencia, Miguel 
Crispi, y Verónica Serrano -su tía-, quien es indagada por el Minis-
terio Público por apurar la firma de convenios con fundaciones. 
En ese contexto, consultado por la prensa por el vínculo familiar 
entre ambos, el Presidente señaló que “yo juzgo a la gente por su 
cumplimiento a la ley, por sus méritos y trayectoria, y no por las 
relaciones familiares que tengan”.

Pero el vínculo familiar entre asesores del Presidente Boric y 
funcionarios del Gobierno, conforma una extensa lista: el jefe de 
gabinete del Mandatario, Carlos Durán (CS), es otro ejemplo de 
ello. Su esposa, Charlene Dilla, es parte del equipo de asesores 
de confianza del director del Servicio Nacional de Migraciones, 
Luis Thayer; Carmen Morales (CS) es pareja del exjefe de gabine-
te de Boric, Matías Meza-Lopehandía (CS); la jefa de Estudios del 
Segundo Piso, Luna Follegati, es pareja de Sebastián Henríquez, 
parte del gabinete del ministro de Educación, Nicolás Cataldo 
(PC). En el equipo de asesores del Mandatario también trabaja 
como asesor de proyectos presidenciales, Luis Eduardo Santa 
Cruz Grau (CS), quien es pareja de la vicepresidenta de Conver-

gencia Social, Ximena Peralta, y primo hermano del ministro de 
Economía, Nicolás Grau (CS), quien a su vez tiene a otros fami-
liares en cargos del Ejecutivo. Por ejemplo, su hermano, Matías 
Grau, es jefe de la división de focalización en la Subsecretaría de 
Servicios Sociales; y su cuñada, Josefina Amenábar González, es 
la jefa de gabinete de la Subsecretaría de Evaluación Social. Y así 
una larga lista. 

Pese a esto, al ser consultada respecto a las relaciones familiares 
y afectivas de quienes ostentan altos cargos políticos, la Ministra 
Secretaria General de Gobierno, Camila Vallejo, indicó que “hay 
que diferenciar, nosotros tenemos un instructivo de probidad 
respecto a nepotismo que está vigente y se ha cumplido”. Y agre-
gó: “No hay un cambio de relato”. 

Frente a los dichos de la Ministra, parece oportuno citar a Hannah 
Arendt, quien señala que, muchas veces, la política se despliega 
en el reino de la opinión y no de la verdad: “la verdad y la política 
nunca se llevaron bien. Siempre se vio a la mentira como una 
herramienta necesaria y justificable, no solo para la actividad de 
los políticos y los demagogos, sino también para el hombre de 
Estado. La verdad, aunque impotente y siempre derrotada en 
un choque frontal con los poderes establecidos, tiene una fuerza 
propia, hagan lo que hagan los que ejercen el poder son incapa-
ces de descubrir o inventar un sustituto adecuado para ella. La 
persuasión y la violencia pueden destruir la verdad, pero nunca 
reemplazarla”.

GIMNASIA POLÍTICA

G I M N A S I A  P O L Í T I C A
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FRUSTRADA EXPULSIÓN Y MÁS 
DESORDEN COMUNICACIONAL

¿CONSTITUCIÓN DE 1980 O DE 2005?

De cara al Plebiscito del 17 de diciembre, llamó la atención 
el giro copernicano que tuvieron algunos políticos respecto 
a la Constitución vigente. En esa línea, cabe señalar que la 
principal demanda de las izquierdas post estallido social fue 
la redacción de una Nueva Carta Fundamental, esto, argu-
mentando que la causante de todas las injusticias y desigual-
dades del país tenían su génesis en el texto y, sobre todo, 
en el modelo económico consolidado en ella. Así, luego de 
dos años de discusión constitucional llevada a cabo en dos 
órganos distintos -la Convención Constitucional del 2022 y 
el Consejo Constitucional de 2023, y un gasto de $281 mil 
millones de pesos, resulta que la Constitución de 1980 ya no 
parece tan funesta. “Cualquier resultado será mejor que una 
Constitución escrita por cuatro generales”, decía en marzo de 
2022 el entonces diputado, Gabriel Boric, mientras que hace 
algunas semanas, respecto a la aprobación o rechazo del 
nuevo texto, señaló que “creo que le corresponde al pueblo 
evaluarla, yo creo que hay un tema de legitimidad del proce-
so constitucional (actual), y eso yo siempre lo he señalado 
respecto a la Constitución del 80, pero evidentemente eso se 
tiene que evaluar en función también de los contenidos que 
tiene la Constitución y no solamente del procedimiento”. Por 
su parte, el ex ministro y vocero por el en contra, Francisco 
Vidal (PPD), era tajante en 2020: “Después de 40 años, y no 
obstante las reformas a dicha Constitución -más sustantivas 
las de 1989 y las de 2005-, estamos a punto, si la ciudada-
nía lo ratifica, de romper la camisa de hierro que nos lega-
ron Pinochet y Jaime Guzmán. Pero esta vez, a través de un 
mecanismo completamente democrático”. En noviembre de 
2023 se desdijo y que “esta ya es la Constitución de Lagos, de 
Pinochet no queda nada”. Post Plebiscito Constitucional del 
17D, en donde la propuesta constitucional fue nuevamente 
rechazada, el Presidente ratificó esta idea, señalando que 
con el triunfo del En Contra se cierra el proceso constitucio-
nal porque “las urgencias son otras”.

Vocerías disímiles y anuncios confirmados por autoridades 
fuera de las carteras competentes son parte de los errores 
que llevaron a diversos analistas a reconocer una “descom-
pensación” en la salida comunicacional del Ejecutivo respec-
to a hechos de especial sensibilidad para la población: 
inmigración irregular y delincuencia. 

Finalizando el 2023, el Gobierno intentó expulsar a 60 
migrantes venezolanos que entraron de forma irregular o 
que cometieron algún delito en Chile, sin embargo, pocas 
horas después, la administración Boric informó que solo 
cuatro de ellos habían logrado ser repatriados y que se 
esperaba que otros cuatro lo hicieran prontamente. 

El frustrado viaje derivó en dos vocerías: de la ministra del 
Interior, Carolina Tohá, y del director del Servicio Nacional 
de Migraciones, Luis Eduardo Thayer. Tohá aseguró que el 
vuelo no se materializó por cuanto “no fue autorizado” y 
aseguró que “como Gobierno vamos a hacer gestiones al 
más alto nivel diplomático para resolver este problema”. El 
énfasis diplomático que marcó la titular de Interior llevó a 
la prensa a consultar al director de Migraciones si la razón 
de que se frustrara la repatriación fue por una negativa del 
régimen de Maduro, cuestión que Thayer negó insistente-
mente. “No hay una negativa del Gobierno venezolano en 
este vuelo. Para que el vuelo pueda materializarse, tiene 
que tener una autorización de un servicio técnico que es 
el Instituto Nacional de Aeronáutica Civil de Venezuela, 
que es el equivalente a nuestra DGAC”, precisó, apuntan-
do a que dicho pase “no llegó oportunamente, pero no es 
que el Gobierno venezolano haya dicho que no al vuelo”. 
Así y todo, el director descartó una contradicción entre sus 
dichos y las declaraciones de la Ministra Tohá. Posterior-
mente, el subsecretario del Interior, Manuel Monsalve, y la 
Ministra Vocera, Camila Vallejo, hicieron vocerías para expli-
car lo que se quiso decir, pero terminaron exacerbando el 
desorden comunicacional y las dudas en torno a la frustra-
da expulsión. 
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REEDICIÓN DE LIBRO 
DE CARLOS F. CÁCERES 
SOBRE LA TRANSICIÓN

La ex ministra y política, Mariana Aylwin; la historiadora y Consejera 
Emérita de Libertad y Desarrollo, Lucía Santa Cruz, y Carlos F. Cáceres 

fueron los presentadores en el lanzamiento de la reedición de “Carlos F. 
Cáceres: La transición a la democracia 1988-1990”, de Patricia Arancibia, 

que se llevó a cabo el viernes 1 de diciembre.

El libro, de EdicionesLyD, y cuya primera edición fue en 2015, cuenta 
ahora con un prólogo del ex ministro Hernán Felipe Errázuriz, quien 

destaca los aspectos más importantes de la gestión de Cáceres, a quién 
Augusto Pinochet nombró jefe de Gabinete poco después de perder 

el plebiscito y por ello abordó la tarea de garantizar una transición 
ordenada, con el objetivo de restablecer los consensos 

y la amistad cívica.

Alrededor de 100 personas asistieron al lanzamiento.

LANZAMIENTO 

E N  I M Á G E N E S
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SEMINARIO DE 
COYUNTURA 

SEGUNDO SEMESTRE

El pasado 21 de diciembre se llevó a cabo el 
seminario de Coyuntura del segundo semestre del 

año, en el cual Hernán Büchi se refirió a la situación 
económica y Max Colodro a la actualidad política, en 

una entrevista realizada por Gonzalo Cordero.

En la oportunidad, Büchi realizó un análisis de la 
economía mundial, haciendo un cierre del año 2023, 

y también de la economía nacional.

En tanto, Colodro se refirió al reciente plebiscito 
constitucional, destacando que el desafío para el país 

es encontrar los mecanismos que permitan atenuar 
la incertidumbre jurídica.

De la misma manera, aseveró que los procesos 
constituyentes dejaron como lección que la sociedad 
chilena está dispuesta a valorar los tan vilipendiados 

30 años y no aquello que genera incertezas, lo cual 
destacó como valioso.

E N  I M Á G E N E S



Marcelo Bergman, en su libro “More Money More 
Crime: Prosperity and Rising Crime in Latin America”, 
da cuenta que en la región se produce un fenóme-
no particular. Pese al mayor desarrollo económico, 
los países registran un incremento en las actividades 
ilegales y la criminalidad organizada1. Algo de eso pare-
ce estar pasando en Chile en los últimos años, donde 
el país ha visto crecer la tasa de delitos violentos y la 
presencia de grupos criminales internacionales. 

Las razones del auge del crimen organizado en nuestro 
país no son casuales, sino que responden a diferentes 
variables. La primera situación es el constante aumen-
to de la demanda por bienes provenientes de merca-
dos ilícitos, de la mano de un mayor poder adquisitivo. 
En segundo lugar, un sistema de justicia débil e insti-
tuciones incapaces de disuadir de manera efectiva 
a potenciales criminales o que ayuden a reducir los 
incentivos para entrar al mundo criminal, impulsarían 
un incremento en la oferta y demanda de bienes o 
servicios provenientes de estos mercados criminales2. 

A pesar de enfrentar una creciente demanda de 
bienes ilícitos, los países podrían contener la crimi-
nalidad organizada implementando estrategias efec-
tivas contra estas organizaciones. Esto implica contar 
con sistemas de justicia sólidos, desarrollar institucio-
nes de seguridad capaces de disuadir la participación 
de nuevos agentes criminales en estos mercados y 
establecer mecanismos eficaces para combatir las 
economías ilegales.

En los últimos años se ha configurado una estructura de 
incentivos, alta demanda de bienes ilícitos y deterioro de la 
capacidad institucional para disuadir la criminalidad, que 

ha contribuido a la llegada de organizaciones criminales 
transnacionales al país.

¿CÓMO ANDAMOS POR CASA?
Lamentablemente, los dos factores mencionados 
muestran signos de deterioro en nuestro país. La 
demanda por bienes ilícitos, como drogas, es fuerte. 
Por ejemplo, según el último estudio de Drogas en 
Educación Superior de SENDA, un tercio de los jóve-
nes había consumido marihuana en el último año3. 
Asimismo, informes internacionales muestran un alza 
del consumo de drogas sintéticas como la ketamina4. 
Mientras que la capacidad disuasiva de nuestro siste-
ma de justicia es baja. En efecto, al analizar delitos de 
alta complejidad, como casos por homicidios en la 
Macrozona Sur en los últimos años, sólo un 5% resul-
tó en alguna condena5.

Dado ese escenario, existe un terreno fértil para el 
crimen organizado. De ahí que no debiera sorpren-
dernos la caída de Chile en diferentes rankings inter-
nacionales relacionados con él. 

Por ejemplo, en el Índice Global de Criminalidad Orga-
nizada6. Esta medición se elabora a partir de la evalua-
ción del país en una escala de 1 a 10 en dos grandes 
ámbitos: La primera da cuenta de diversas manifes-
taciones de la criminalidad organizada transnacional 
y de la profundidad de economías ilegales. Mientras 
más alto sea el puntaje, peor es la situación en el país 
en esta materia. 

LAS RAZONES DE 
SU EXPANSIÓN 

CRIMEN ORGANIZADO TRANSNACIONAL EN CHILE:  
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Los países podrían contener la criminalidad organizada 
implementando estrategias efectivas contra estas 

organizaciones. Esto implica contar con sistemas de 
justicia sólidos, desarrollar instituciones de seguridad 

capaces de disuadir la participación de nuevos agentes 
criminales en estos mercados y establecer mecanismos 

eficaces para combatir las economías ilegales.

El segundo, la resiliencia institucional, aborda los 
mecanismos que tienen los países para hacer frente a 
estos fenómenos, evaluando la eficacia de los marcos 
jurídicos, políticos y estratégicos que tendrían los 
estados para el combate de la criminalidad organiza-
da. Mientras más alta la puntuación en este ámbito, 
el país tiene mejores mecanismos para el combate al 
crimen organizado.

En 2021, Chile logró una puntuación de 4,6 para 
criminalidad organizada. Para el año 2023, se mues-
tra un aumento en el puntaje de criminalidad, alcan-
zando 5,18 puntos. Particularmente, las dimensiones 
de criminalidad que tuvieron mayores incrementos 
fueron: la presencia de organizaciones extranjeras, 
tráfico de migrantes, tráfico de armas, tráfico de 
drogas sintéticas y actores criminales que actúan 
desde el interior del Estado7.

En tanto, el país logró en 2021 un puntaje de 6,42 en 
el indicador que evalúa los mecanismos y herramien-

tas del Estado para hacer frente al crimen organizado. 
Para el año 2023, esta cifra disminuyó a 6,17 debido 
a una caída en las categorías asociadas a las medidas 
del Estado para dar asistencia a víctimas de crimen 
organizado y la capacidad de gestionar las transaccio-
nes de la economía legal de manera de evitar accio-
nes extorsivas o “impuestos ilícitos”.

Estos resultados nos alertan sobre la alarmante velo-
cidad con que está aumentando el crimen organizado 
en el país en los últimos años, tensionando fuerte-
mente la capacidad institucional para hacer frente a 
este fenómeno y llevándonos a un equilibrio propicio 
para un contexto de alta criminalidad organizada. 

Por otro lado, los resultados de Chile en el último Índi-
ce de Paz Global reafirman la dificultad de la institu-
cionalidad para enfrentar hechos de violencia. En su 
última edición, este índice posicionó al país en el lugar 
58, cayendo 5 posiciones en relación con el 2022, 
manteniendo una tendencia a la baja. 

CHILE, UN MERCADO ATRACTIVO PARA 
LAS ORGANIZACIONES CRIMINALES 
TRANSNACIONALES
Ya en su informe de 2022, el Observatorio para el 
Narcotráfico del Ministerio Público daba cuenta de 
que Chile vive una etapa de expansión del crimen 
organizado, lo que se traduciría en el intento de 
diversas organizaciones criminales internacionales 

EN 2021, CHILE LOGRÓ 
UNA PUNTUACIÓN DE 
4,6 PARA CRIMINALIDAD 
ORGANIZADA. PARA EL 
AÑO 2023, SE MUESTRA UN 
AUMENTO EN EL PUNTAJE, 
ALCANZANDO 5,18 PUNTOS.

Fuente: Elaboración propia a partir 
de Índice Global de Criminalidad 

Organizada.

Gráfico N°1: Índice de Criminalidad Organizada y Resiliencia Institucional en Chile

Criminalidad

Resilencia Institucional

2021 2023

4,6

6,42

5,18

6,17
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LOS RESULTADOS DE CHILE 
EN EL ÚLTIMO ÍNDICE DE 
PAZ GLOBAL REAFIRMAN 
LA DIFICULTAD DE LA 
INSTITUCIONALIDAD PARA 
ENFRENTAR HECHOS DE 
VIOLENCIA

TRÁFICO DE DROGAS ES LA 
PRINCIPAL ACTIVIDAD DEL 
CRIMEN ORGANIZADO 
EN EL PAÍS

Fuente: Elaboración propia a partir 
del Índice Global de Paz- Institute for 

Economics and Peace. 

Fuente: Elaboración propia a partir 
de presentación del 18 de octubre de 

2023 del Fiscal Nacional en Comisión de 
Constitución del Senado y fuentes abiertas. 

de asentar sus operaciones en el país8. Lo anterior 
fue confirmado recientemente por el fiscal nacional, 
Ángel Valencia, quien señaló que, en los últimos años, 
la criminalidad organizada ha cambiado drásticamen-
te en el país, debido a la presencia de organizaciones 
extranjeras con pretensión de control territorial, ejer-
ciendo la violencia y parasitando la economía local9.

Las organizaciones criminales transnacionales recu-
rren a estrategias como el offshoring para la mejora 
de sus operaciones, aumento de ganancias y reducir 
costos operativos. Por ejemplo, carteles mexicanos 
descubrieron que podían trasladar algunas de sus 
operaciones productivas a países de Centroamérica, 
abaratando costos y lidiando con ambientes regula-
torios e institucionales más porosos a la influencia 
criminal10. Siguiendo lo anterior, para las organizacio-
nes criminales transnacionales, Chile se alza como un 
mercado atractivo debido a su mayor poder adquisi-

Gráfico N°2: Ranking Chile - Índice Global de Paz 

Tabla N°1: Organizaciones criminales transnacionales con presencia en Chile

Organización País de Origen Principal Actividad

Tren de Aragua Venezuela Extorsión

Tren del Norte (Los Gallegos) Venezuela Tráfico de migrantes y trata de personas

Cartel de Sinaloa México Tráfico de drogas

Cartel de JNG México Tráfico drogas y armas

Clan del Golfo Colombia Tráfico de marihuana y extorsión

Los Pulpos Perú Extorsión y tráfico de drogas

Los Espartanos Colombia Tráfico de drogas

Los Chotas Colombia Tráfico de drogas

Los Valencianos Venezuela Tráfico de drogas

Bang de Fujian China Tráfico de migrantes y drogas

tivo, posición estratégica para el comercio exterior y 
una institucionalidad de seguridad no acostumbrada 
a lidiar con este tipo de criminalidad. 

Sumado a las crecientes actividades de bandas crimi-
nales transnacionales en las calles, se ha evidenciado 
un aumento de estructuras con fines delictivos al inte-
rior de las cárceles chilenas. De acuerdo con Gendar-
mería, se registró un aumento de un 49,5% de bandas 
al interior de los recintos penales entre el 2021 y 2022, 
pasando de 570 a 852 agrupaciones11. Esta situación, 
es de extrema gravedad, ya que el sistema carcelario 
sería incapaz de detener las operaciones del crimen 
organizado. Es más, muchas de las estructuras crimi-
nales más peligrosas de la región, como el Tren de 
Aragua, han logrado corromper la institucionalidad 
carcelaria de sus países de origen, operando interna-
cionalmente desde los mismos recintos penales12.
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PRIMERAS CONSECUENCIAS: LA 
TRANSFORMACIÓN DEL HOMICIDIO 
Otra característica de este tipo de criminalidad es la 
utilización de la violencia extrema, como los homi-
cidios a modo de estrategia para la consecución de 
objetivos13, por lo que la utilización de estos mecanis-
mos sería una decisión que tomarían cuando aspiran 
a alterar el statu quo de algún mercado ilícito, ingre-
sar a mercados o ganar una mayor posición territo-
rial, o resolución de conflictos14. En este sentido, las 
preocupantes cifras de homicidios registradas en los 
últimos años podría ser un síntoma de las disputas 
por el mercado nacional de diversas organizaciones 
criminales internacionales o nacionales. 

Así, mientras algunos países de la región están logran-
do reducir sus altas tasas de homicidios, en Chile estas 
han subido fuertemente en los últimos años, llegando 
a cifras inéditas para nuestro país.

Igualmente preocupante es el incremento de los 
homicidios con imputado desconocido, lo que da 
luces sobre cambios en la naturaleza del fenómeno 
delictual y mayores desafíos al momento de la perse-
cución penal de estos delitos. De acuerdo con datos 
del Centro para la Prevención de Homicidios y Delitos 
Violentos, la proporción de homicidios con imputado 
desconocido pasó de un 24% para el 2018 a un 42% 
durante el 202215. 

Adicionalmente, ha cambiado cómo y en dónde se 
están ejecutando este tipo de delitos. Por ejemplo, 
los datos muestran un fuerte aumento en el uso de 
armas de fuego en homicidios, pasando de un 42% 
en 2018 a un 54% durante 2022. Asimismo, durante 
2018, un 51% de los homicidios eran cometidos en 
la vía pública, mientras que para el 2022 esta cifra 
aumenta a 64%16.

LA TASA DE HOMICIDIOS EN CHILE SUBIÓ CASI 50% DESDE 2018

Tabla N°2: Homicidios cada 100.000 habitantes

Fuente: 
Elaboración 

propia a partir 
de datos de 

The Economist 
y Centro de 

Prevención de 
Homicidios y 

Delitos Violentos.

País
Año Principal 

Actividad2018 2022

México 29 25 -14%

Brasil 27,6 23,3 -16%

Costa Rica 11,6 12,6 9%

Chile 4,5 6,7 49%

Los resultados nos alertan sobre la 
alarmante velocidad con que está 
aumentando el crimen organizado en el 
país en los últimos años, tensionando 
fuertemente la capacidad institucional para 
hacer frente a este fenómeno y llevándonos 
a un equilibrio propicio para un contexto de 
alta criminalidad organizada. 

1 Bergman M. (2018). More Money More Crime: Prosperity and Rising Crime in Latin America. Oxford University Press. UK
2 Bergman M. (2018). More Money More Crime: Prosperity and Rising Crime in Latin America. Oxford University Press. UK
3 Informe disponible en: https://www.senda.gob.cl/wp-content/uploads/2022/10/Estudio-Drogas-Educacion-Superior.pdf 
4 De acuerdo con el sitio especializado Insightcrime, el mercado de las drogas sintéticas ha experimentado una fuerte demanda en los últimos años. Disponible en: 
 https://insightcrime.org/es/noticias/la-ketamina-domina-el-mercado-de-drogas-sinteticas-en-chile/
5 Observatorio Judicial (2023). Violencia en la Macrozona Sur 2018-2022. Informe I- Homicidios y Lesiones
6 El Índice Global de Criminalidad Organizada es realizado por expertos internacionales a través de la evaluación de una serie de dimensiones en los ámbitos 
 relativos a presencia de criminalidad organizada y capacidad de resiliencia que tienen las instituciones para hacer frente a este fenómeno delictual, expresada en 
 los mecanismos y marcos jurídicos con que cuentan los países. Índice disponible en: https://ocindex.net/2023/country/chile
7 Índice Global de Criminalidad Organizada 2023. Disponible en: https://ocindex.net/2023/country/chile
8 Fiscalía Nacional- Observatorio del Narcotráfico. VII Informe Anual 2022. Disponible en: http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/quienes/Informe_2022_Observatorio 
 del_Narcotrafico.pdf
9 Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado. Sesión del 18 de octubre de 2023. 
10 Wainright T. (2017). Narconomics. How to run a drug cartel. Ebury Press. UK
11 Fiscalía Nacional- Observatorio del Narcotráfico. VII Informe Anual 2022. Disponible en: http://www.fiscaliadechile.cl/Fiscalia/quienes/Informe_2022_Observatorio 
 del_Narcotrafico.pdf
12 Rísquez R. (2023). El Tren de Aragua. La Banda que revoluciona el crimen organizado en América Latina. Editorial Planeta. Chile
13 Bergman M. (2018). More Money More Crime: Prosperity and Rising Crime in Latin America. Oxford University Press. UK
14 Duran-Martinez (2015). To Kill and Tell? State Power, Criminal Competition, and Drug Violence. Journal of Clonflict Resolution, 59.
15 Centro de Prevención de Homicidios y Delitos Violentos (2023). Primer Informe Nacional de Homicidios Consumados: Una visión integral e institucional 2018-2022. 

 Disponible en: https://prevenciondehomicidios.cl/wp-content/uploads/2023/07/Informe-homicidios-2018-2022.pdf
16 Centro de Prevención de Homicidios y Delitos Violentos (2023). Primer Informe Nacional de Homicidios Consumados: Una visión integral e institucional 2018-2022. 
 Disponible en: https://prevenciondehomicidios.cl/wp-content/uploads/2023/07/Informe-homicidios-2018-2022.pdf
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Considerando el periodo desde que comenzó a ejecutarse 
el Fondo para Tierras y Aguas Indígenas, en 1994, hasta 

inicios de septiembre del 2023, el Estado ha gastado más 
de $700 mil millones en tierras indígenas en la Macrozona 

Sur, cifra que, en pesos de septiembre de 2023, supera el 
billón de pesos (más de US$1.200 millones).

ESTUDIO LYD:

¿QUÉ?

El estudio de Libertad y Desarrollo “Una mirada crítica 
a la política de tierra indígena en Chile” evalúa la efec-
tividad en la ejecución de la Ley Indígena (Nº19.253), 
específicamente en lo que concierne a la entrega de 
tierras, tanto en su dimensión de gasto por parte del 
Estado como también de la amplitud de la superfi-
cie distribuida, desde el comienzo de la ejecución del 
Fondo para Tierras y Aguas Indígenas, el año 1994, a 
septiembre de 2023. Para esto el estudio se centró en 
aquellas tierras entregadas a comunidades y personas 
mapuches de la Macrozona Sur (regiones del Biobío, 
La Araucanía, Los Ríos y Los Lagos) por ser este terri-
torio y este pueblo donde han existido más proble-
mas respecto a la propiedad de tierras a lo largo de la 
historia. Además, dado que es en esta zona donde se 
concentran los títulos de merced y donde ha surgido, 
con cada vez más fuerza, el fenómeno de la llamada 
“violencia rural” o del terrorismo en Chile.

Según el análisis, no es posible concluir que las políti-
cas que se desprenden de la Ley Nº19.253 haya signi-
ficado una real solución a los problemas que viven las 
personas indígenas de la Macrozona Sur. Lo anterior, 
en tanto la pobreza en este segmento se ha mantenido 
sistemáticamente por sobre los niveles del resto de los 
chilenos y, además, porque sigue vigente la demanda 
de restitución de tierras por parte de quienes perte-
necen al pueblo mapuche. A esto se suma también 
el hecho de que, en esta zona del país, la violencia ha 
aumentado progresivamente en las últimas décadas, 
volviéndose cada vez más común la realización de 
actos terroristas como el ataque y el asesinato tanto de 
civiles como de fuerzas policiales.

¿CUÁNTO?

Considerando el periodo desde que comenzó a ejecu-
tarse el Fondo para Tierras y Aguas Indígenas, en 1994, 
hasta inicios de septiembre del 2023, el Estado ha 
gastado más de $700 mil millones en tierras indígenas 
en la Macrozona Sur, cifra que, en pesos de septiembre 
de 2023, supera el billón de pesos (más de US$1.200 
millones). Por otra parte, a través de los diversos meca-
nismos que dispone la respectiva Ley (el subsidio, el 
financiamiento directo o el traspaso de predios fisca-

EL ESTADO HA 
GASTADO MÁS DE 
US$1.200 MILLONES 
EN TIERRAS INDÍGENAS EN LA 
MACROZONA SUR DESDE 1994
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les), se han distribuido un total de más de 358 mil hectá-
reas a personas o comunidades indígenas en el mismo 
territorio. Lo anterior equivale a una superficie 40 veces 
mayor que la de una comuna como Puente Alto.

Al analizar la distribución de las mismas variables a 
nivel de regiones, se observa una concentración mayo-
ritaria, tanto del gasto como de la superficie distribuida, 
en la Región de La Araucanía, la cual reúne a más del 
70% de los recursos gastados en el periodo, además de 
la mitad de las hectáreas distribuidas a comunidades o 
personas indígenas a través de mecanismos del Estado 
en la Macrozona Sur.

Gasto nominal $701.340.506.699

Gasto en pesos de septiembre de 2023 $1.072.117.111.538

Superficie (Ha) 358.756

De acuerdo a las cifras, el estudio arrojó que casi un 
tercio del gasto (30%) se ejecutó durante el segundo 
Gobierno de la Presidenta Bachelet (2014-2017), esto 
supuso un aumento del 78% respecto al periodo presi-
dencial anterior, mientras que la adquisición de tierras 
por comunidades o personas indígenas alcanzó un 
17% en el mismo Gobierno. En suma, los mandatos de 
la Presidenta Bachelet reúnen un 43% del gasto ejecu-
tado durante los últimos casi 30 años y un 39% de las 
hectáreas subsidiadas, financiadas o transferidas. 

¿CÓMO?

Se observa también una alta concentración de gasto y 
de tierras distribuidas en el grupo de comunas confor-
madas por Victoria, Vilcún, Freire, Traiguén, Tirúa, 
Curacautín, Cañete, Ercilla, Galvarino y Lautaro. Estas 
se ubican, con una distancia considerable, por enci-
ma del resto en cuanto al gasto. Como manera de 
dimensionar la magnitud de esta diferencia, podemos 
señalar que el mencionado grupo, pese a ser solo 10 
comunas, logra reunir un 50% de todo el gasto ejecu-
tado por el Estado destinado a la compra de tierras de 
la Macrozona Sur.

Fuente: Elaboración propia a partir de bases de datos de la 
Conadi, a septiembre 2023. Gasto ajustado por inflación.

Gráficos 1 y 2: Total gasto ($) y superficie distribuida (Ha) a comunidades 
o personas indígenas por Gobierno - Macrozona Sur

Tabla 1: Gasto en tierras ($) y superficie distribuida (ha) a 
comunidades o personas indígenas - Macrozona Sur

Fuente: Elaboración propia a partir de bases de 
datos de la Conadi, a septiembre 2023. Gasto 

ajustado por inflación.
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Junto con la concentración de recursos, podemos iden-
tificar, además, que aquellas comunidades indígenas 
que se constituyen en las 10 comunas señaladas, han 
obtenido una mayor proporción de respuesta a las 
eventuales demandas de tierras por parte del Estado. 
De esta manera, observamos que un 42% de las comu-
nidades de estos territorios han obtenido al menos un 
financiamiento, subsidio o traspaso, mientras que para 
el resto de las comunas dicha proporción es de 24% 
(una diferencia de 18 pp.). En otras palabras, podría-

mos decir que existe un trato diferenciado por parte 
del Estado hacia las comunidades indígenas de la 
Macrozona Sur, en donde quienes viven en determina-
das comunas tienen una posibilidad mucho mayor de 
que sus demandas de tierras sean resueltas.

Por último, no es posible evadir la interrogante de qué 
papel juega la violencia en la zona, a la hora de aplicar 
los criterios de gasto y distribución de tierras por parte 
de las autoridades. Sobre todo, teniendo en cuen-
ta que ésta ha aumentado progresivamente con los 
años, quintuplicándose el número de eventos violen-
tos según cifras de Carabineros, pasando de un total 
de 305 el año 2013 a 1.731 el 2021. En este sentido, 
es preciso señalar que, según datos de Carabineros, 
de los 6.531 eventos asociados a la llamada “violencia 
rural” registrados entre los años 2013 al 2021, un 56% 
de estos se concentran en alguna de las 10 comunas 
indicadas.

Casi un tercio del gasto (30%) se ejecutó durante el 
segundo Gobierno de la Presidenta Bachelet (2014-2017), 

esto supuso un aumento del 78% respecto al periodo 
presidencial anterior, mientras que la adquisición de 

tierras por comunidades o personas indígenas alcanzó un 
17% en el mismo Gobierno.
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Gráfico 3: Total gasto ($) y superficie distribuida (Ha) a 
comunidades o personas indígenas Macrozona Sur – por comuna

Fuente: Elaboración propia a partir de bases de datos de la Conadi a septiembre 2023. Gasto ajustado por inflación.
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El proyecto de ley, iniciado en mensaje, 
busca regular y restringir los funerales 
de alto riesgo, debido al compromiso 
de los mismos con el orden público y la 
seguridad de las personas. Éste ingresó 
a través de la Cámara de Diputados y se 
encuentra en primer trámite en la Comi-
sión de Seguridad Ciudadana. Su objetivo 
es incorporar nuevas normas en relación 
a las inhumaciones, su duración y el 
grado de peligro de las mismas, incor-
porando a diversos actores que deberán 
desempeñar un rol en la materia, como 
Carabineros de Chile, el delegado presi-
dencial regional y el Ministerio del Inte-
rior y Seguridad Pública. Este proyecto 
surge en el contexto de la explosión del 
crimen organizado, el cual se ha converti-
do en una de las grandes preocupaciones 
del país y motivación para numerosas 
iniciativas legales que se han tramitado 
y publicado en el último tiempo. Cabe 
señalar que, como parte del fenóme-
no de este tipo de delitos, se identifican 
nuevos íconos y costumbres propios del 

PROYECTO DE LEY 
QUE REGULA LOS 
NARCOFUNERALES

Cinco círculos: digno de aprobación sin modificaciones · Cuatro círculos: digno de aprobación con modificaciones menores · Tres círculos: requiere mejo-
ras sustanciales · Dos círculos: debe ser reformulado íntegramente · Un círculo: no debiera ser aprobado (idea de legislar objetable).

contexto del tráfico de drogas, la llamada 
“narco cultura”, una cultura paraestatal 
que exalta valores y principios distintos a 
los que una sociedad libre y democrática 
promueve. El término que ha sido anali-
zado en la cultura mexicana es impor-
tado a Chile de forma distinta. En esta 
línea, el proyecto busca regular los fune-
rales de alto riesgo, proponiendo una 
serie de medidas al efecto. No obstan-
te, esto resulta un tanto extraño, dado 
que las conductas que son consideradas 
peligrosas, de alto riesgo o que compro-
meten la seguridad pública dentro de 
un narco funeral ya son sancionadas 
por la ley penal y no de forma leve. Por 
ende, respecto a la legislación propuesta, 
surgen algunas interrogantes. Es posi-
ble que se crea, por un lado, que hoy no 
estarían prohibidas estas conductas en el 
marco de un funeral narco, cuestión que 
no es así. También, algunos podrían plan-
tearse la necesidad de tener que legislar 
otro tipo de conductas de este tipo, por 
ejemplo: narco matrimonios, narco bauti-

zos, eventos de barras bravas u otros. 
¿Será prudente legislar estableciendo 
agravantes para actos delictivos cometi-
dos en cada uno de estos eventos socia-
les? Es posible reconocer que el proyecto 
busca hacerse cargo de un problema que 
es real y que aqueja a muchas comu-
nas del país, sin embargo, mira solo una 
parte del problema, cuando la cultura del 
narcotráfico tiene múltiples manifesta-
ciones, todas las cuales deben ser recha-
zadas. Con esto a la vista, es necesario 
preguntarse si las herramientas propues-
tas son o no útiles para poder solucionar 
el problema o en realidad, necesitamos 
de más policías para hacer cumplir las 
leyes vigentes y mejorar la actuación 
general de seguridad ante todo tipo de 
eventos que puedan revestirse de peli-
grosidad para la sociedad.

VALORACIÓN: 
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Se analiza el proyecto de ley ingresado 
por un grupo de diputados que busca 
modificar la Ley N°19.300, sobre Bases 
Generales del Medio Ambiente, en mate-
ria de contaminación odorífica, buscando 
reconocer en forma expresa que el olor 
es un elemento que produce contami-
nación ambiental. Si bien este proyec-
to avanza en un objetivo compartido -y 
hasta cierto punto de sentido común-, 
cual es disminuir los efectos que los 
malos olores pueden generar en el 
ambiente, y, en consecuencia, en la salud 
y vida de las personas, cabe preguntarse 
qué tan necesaria es una reforma a la ley 
ambiental para avanzar en este sentido, 
teniendo en cuenta que actualmente el 
olor sí es considerado en los procedi-
mientos de evaluación ambiental y en 
una serie de políticas sectoriales. El Minis-
terio del Medio Ambiente (MMA) ya tiene 
una “Estrategia de Gestión del Control 
de Olores” en marcha (actualizada el año 
2017) que contempla, en el corto, media-

PROYECTO DE LEY 
QUE RECONOCE 
Y DEFINE LA 
CONTAMINACIÓN 
ODORÍFICA

no y largo plazo establecer una serie de 
normas de emisión específica para cada 
una de las actividades más contaminan-
tes. Esta estrategia permite fijar una hoja 
de ruta específica para cada una de las 
industrias contaminantes, previo proce-
dimiento de consulta pública y con el 
respaldo y los conocimientos técnicos 
que una regulación de esta envergadu-
ra y especificidad requiere. Por eso, en 
cuanto al reglamento que el proyecto 
mandata al MMA dictar, no queda claro 
cuál sería el rol y la utilidad práctica de 
este (o estos) reglamentos, ni cómo ellos 
conversarían con las diversas normas de 
olores ya dictadas -y por dictar- para cada 
uno de los sectores más contaminantes 
en este aspecto. En definitiva, pareciera 
ser que falta mayor precisión en cuanto 
al objeto de este reglamento y su relación 
con el resto de la normativa vigente, apli-
cable tanto para los elementos contami-
nantes en general, como para los olores 
en específico. Además, cabe señalar que 

la disposición que se busca incorporar a 
la Ley Orgánica Constitucional de Munici-
palidades, relativa a la posibilidad de que 
la contaminación odorífera sea consi-
derada en las ordenanzas ambientales 
comunales, tampoco resulta necesaria, 
pues bajo el marco normativo vigente 
este elemento contaminante ya puede 
ser considerado (y de hecho lo es), sin 
que sea necesaria su mención expresa 
en dicha norma. Con lo anterior en consi-
deración, es de esperar que el Proyecto 
en cuestión sea analizado de manera 
rigurosa en las etapas legislativas que 
vienen por delante, eliminando aquellas 
disposiciones más maximalistas que no 
guardan estricta relación con el reconoci-
miento expreso del olor como elemento 
contaminante, sino que intentan ir más 
allá mediante una regulación específica 
-y desproporcionada- de este elemento 
en específico.

VALORACIÓN: 
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SEMINARIO 
“HACIA UNA MEJOR GESTIÓN DE CUENCAS:
¿QUÉ NOS FALTA?” 

Para discutir sobre qué estrategias o cambios debieran adoptarse, expo-
niendo los beneficios y dificultades que podrían suscitarse, particularmen-
te ante la propuesta de contar con un Organismo de Gestión de Cuencas, 
se llevó a cabo el seminario “Hacia una mejor gestión de cuencas: ¿qué 
nos falta?”.
En el encuentro expuso Federico Errázuriz, director del Centro de Agua de 
la USS, quien explicó que la gestión hídrica requiere múltiples elementos: 
normativa, información, infraestructura y ejecutores. De la misma manera, 
dijo que para la toma de decisiones es fundamental la generación de infor-
mación pública  y que para crear una nueva institucionalidad de cuenca, lo 
primero es mejorar y potenciar lo que ya existe.
En tanto, comentaron en un panel moderado por la investigadora del 
Programa Económico de LyD, Francisca Toledo, Ernesto Veres, Gerente de 
la Junta Vigilancia del Río Maipo Primera Sección; Claudio Reyes, consultor 
senior en AWUA, y Cristián Schwerter, Director de Planificación, Ingeniería 
y Construcción de Aguas Andinas.

TRINIDAD SCHLEYER EN CONVERSATORIO CONSTITUCIONAL 
SOBRE EDUCACIÓN 

El martes 12 de diciembre, Trinidad Schleyer, investigadora del Programa Legis-
lativo de LyD, fue parte del conversatorio “Propuesta constituyente en educa-
ción”, realizado por la Facultad de Educación de la Universidad Alberto Hurtado. 
La instancia también contó con la participación de los comisionados expertos, 
Jaime Arancibia (RN), Alejandra Krauss (DC) y Alexis Cortés (PC).

0
1 TALLER MACRO DE DICIEMBRE 

El economista Juan Andrés Fontaine fue el expositor del Taller Macro, 
“Balance 2023 y visión económica de mediano plazo”, que se llevó a 
cabo el pasado 11 de diciembre.
El expositor destacó el rol de los bancos centrales durante la crisis 
sanitaria y en la actual coyuntura, enfatizando la necesaria sincroni-
zación que debe existir en la rebaja de tasas de política monetaria de 
distintas economías y la de EE.UU. para evitar presiones cambiarias. 
También expuso sobre los riesgos de la deuda pública norteamerica-
na y del crecimiento de China y su impacto en el mundo. Finalmen-
te, presentó los desafíos que enfrenta Chile en temas de inversión, 
empleo, recursos fiscales y temas constitucionales. 
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PAULINA HENOCH EN COMISIÓN EXPERTA PARA 
ACTUALIZACIÓN DE MEDICIÓN DE LA POBREZA

En diciembre se presentó la Comisión Experta Asesora Presidencial para la Actualización de la Medi-
ción de la Pobreza, una instancia convocada por el Presidente de la República para revisar y proponer 
eventuales actualizaciones a la medición de pobreza por ingresos y de pobreza multidimensional.
Será parte de esta comisión, que deberá entregar un informe a fines de 2024, la Coordinadora del 
Programa Pobreza, Vivienda y Ciudad de LyD, Paulina Henoch. También estará conformada por el 
economista de la Universidad de Chile, Osvaldo Larrañaga, quien la preside; Alejandra Abufhele 
(Economista), Emmanuelle Barozet (Socióloga), Andrés Hernando (Ingeniero Civil), Amanda Telias 
(Ingeniera Comercial), Rodrigo Yáñez (Sociólogo), Gonzalo Durán (Economista), Juan Cristóbal Rome-
ro (Ingeniero Civil) y Sylvia Eyzaguirre (Licenciada en Filosofía).
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FRANCISCA TOLEDO EN SEMINARIO SOBRE AGUA DE LA USS

La Investigadora del Programa Económico de LyD, Francisca Toledo, participó en el seminario 
“Desafíos en la provisión de agua potable en el sector rural”, organizado por la Facultad de Cien-
cias de la Naturaleza de la Universidad San Sebastián.
La experta integró un panel de conversación junto a Denisse Charpentier, Subdirectora de Servi-
cios Sanitarios Rurales de la Dirección de Obras Hidráulicas, y Cecilia González, Dirigente de 
Servicios Sanitarios Rurales. 

JUAN IGNACIO GÓMEZ
EXPUSO EN EL ENCUENTRO 
ANUAL DE LA SCHPP

El abogado de LyD, Juan Ignacio Gómez, presentó en el 15° encuen-
tro de la Sociedad Chilena de Políticas Públicas (SCHPP) acerca de 
su estudio “¿Quién se hace cargo del desastre? Reflexiones en torno 
a la remuneración de los servicios sanitarios y eléctricos frente a la 
gestión de desastres y la reducción de su riesgo”.
Gómez señaló que es necesario volver sobre la regulación de servi-
cios públicos. “El modelo ha sido exitoso; sin embargo, la realidad de 
los riesgos actuales obliga a profundizar su regulación para comple-
mentar los objetivos de política pública acorde a los nuevos desa-
fíos”, explicó.
En la misma instancia, la Economista Senior de LyD, Macarena 
García, fue electa como miembro del directorio de la SCHPP.

SEMINARIO “PLEBISCITO 17D: LO QUE 
ESTÁ EN JUEGO”

A pocos días del plebiscito, LyD realizó un seminario 
con destacados invitados para conversar sobre el 
proceso y la propuesta constitucional.
En “Plebiscito17D: lo que está en juego” participaron 
la Abogada y ex integrante de la Comisión Experta, 
Natalia González; el Economista y ex ministro del 
Trabajo (1990-1994) y de Transportes (2007-2010), 
René Cortázar, y el Abogado y profesor de Derecho 
Constitucional, Arturo Fermandois. Moderó la Direc-
tora Ejecutiva de LyD, Bettina Horst.
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